



DIP. CLAUDIA ESTEFANÍA BAEZA MARTÍNEZ

PRESIDENTA DE LA MESA DIRECTIVA DEL H. CONGRESO DEL ESTADO DE YUCATÁN P R E S E N T E


Quien suscribe, Diputada María Teresa Boehm Calero, integrante de la Fracción Legislativa del Partido Acción Nacional de la LXIV Legislatura de este H. Congreso del Estado de Yucatán, a nombre y representación de la misma y en ejercicio de la facultad conferida en el Artículo 35 fracción I de la Constitución Política del Estado de Yucatán; los artículos 16 y
22 de la Ley de Gobierno del Poder Legislativo del Estado de Yucatán, así como el diverso

68  y  69 del  Reglamento  de la  Ley de Gobierno  del  Poder  Legislativo,  someto  a  la consideración de esta Soberanía la presente iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones a la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Yucatán, al tenor de la siguiente.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

SIPINNAY.- Cada niña, niño y adolescente tiene derecho a vivir en familia, a sentirse protegido en ella y a contar con todos los cuidados necesarios para asegurar su desarrollo óptimo. Cuando por alguna circunstancia en especial esto no es posible, las consecuencias se multiplican y agravan dejando marcas físicas y emocionales que pueden permanecer toda la vida, e incluso trascienden a múltiples actores y sectores afectando el desarrollo y bienestar de una sociedad.
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Ante este panorama es necesaria una protección integral de cada niña, niño y adolescente, que articule acciones de prevención, atención y respuesta efectivas. Esto involucra a todos los niveles de gobierno, hasta llegar a las autoridades locales y a las personas que acompañan directamente el día a día de niñas, niños y adolescentes (NNA)1.
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Para ello, la red de protección y restitución de derechos debe ser de primera prioridad para el Estado porque son el presente y el futuro, la base de cualquier sociedad y su bienestar influye en el desarrollo de la misma.

La Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes (LGDNNA), publicada en

2014 y considerada como una de las legislaciones más completas para la garantía de derechos humanos, establece un marco legal que busca precisamente garantizar los derechos y promover su protección integral2. Sin embargo, para que estos objetivos se materialicen de manera efectiva, es fundamental que las instituciones responsables cuenten con una estructura sólida, coordinada y eficiente.

En seguimiento a la LGDNNA, se crea el Sistema Nacional de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes (SIPINNA), proveniente de las recomendaciones del Comité de los Derechos del Niño de la Organización de las Naciones Unidas, como un espacio de interlocución entre instancias a nivel nacional responsable de analizar, definir y articular las políticas públicas, normas, instituciones, actores y acciones en los tres órdenes de gobierno. Posteriormente, como corresponde a todos los órdenes de gobierno coadyuvar para el cumplimiento de estos objetivos, cada entidad federativa crea e instala un Sistema Estatal de Protección Integral de Niñas, Niños y Adolescentes.

Actualmente, el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en Yucatán (DIF Yucatán) tiene a su cargo la protección de los derechos de los NNA3, y aunque ha realizado un trabajo importante, enfrenta desafíos en capacidades operativas, coordinación interinstitucional y mecanismos de protección conjunta. Estos aspectos son determinantes para responder de manera oportuna y efectiva a las necesidades de niñas, niños y adolescentes, especialmente en situaciones de vulnerabilidad.
Por  ello,  proponemos  que  el  Sistema  de  Protección  Integral  de  Niñas,  Niños y Adolescentes del Estado de Yucatán (SIPINNAY), conformado actualmente por 3 o 4 personas, pase a depender de la Secretaría General de Gobierno. Esta dependencia


2 Diario Oficial de la Federación. (2014). Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. Recuperado de:  https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGDNNA.pdf
3  Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán. (2024). Acuerdo DIF 18/2024 por el que se expide el Estatuto
Orgánico    del    Sistema    para    el    Desarrollo    Integral    de    la    Familia    en    Yucatán.    Recuperado    de:
https://www.yucatan.gob.mx/docs/diario_oficial/diarios/2024/2024-02-20_2.pdf


cuenta con una estructura administrativa y recursos que facilitan una mejor coordinación con otras instancias gubernamentales, municipales y sociales. Además, su experiencia en la gestión de políticas públicas y en la atención integral a problemáticas sociales puede fortalecer significativamente la capacidad de protección y promoción de  derechos  en nuestro territorio.

Esta modificación busca alinearse con los lineamientos de la LGDNNA, promoviendo un enfoque más integral, coordinado y efectivo. El esquema adoptado por la Ley General concibe al SIPINNA como un órgano colegiado al más alto nivel del Estado, ya que establece y articula la implementación de políticas y programas para la niñez y adolescencia, vinculando a todos los sectores y órdenes gubernamentales, determinando responsabilidades específicas para cada uno de ellos en torno a la garantía y cumplimiento de los derechos de niñas, niños y adolescentes4.

Así que, la transferencia de responsabilidades a la Secretaría General de Gobierno permitirá implementar mecanismos de protección más sólidos, fomentar la participación interinstitucional y garantizar que los derechos de las infancias y adolescencias sean protegidos de manera efectiva, en cumplimiento con los estándares nacionales e internacionales.

Proponemos trasladar a SIPINNAY del DIF Yucatán a la Secretaría General de Gobierno, porque su labor va más allá de la asistencia social y desarrollo integral de la familia. Implica la coordinación de políticas educativas, laborales, de salud, cultura y recreación, entre otras, de carácter integral. En este sentido, si SIPINNAY continúa en la misma situación en la que se encuentra actualmente, esto podría reducir el carácter transversal e intersectorial del Sistema, disminuir su efectividad y resultados, y continuará sobrecargando a 3 o 4 personas servidoras públicas que en el presente operan SIPINNAY y realizan la labor titánica de
promover la protección de derechos de NNA en todo nuestro estado5.




4 Diario Oficial de la Federación. (2014). Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. Recuperado de:  https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGDNNA.pdf
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Cabe destacar que esta modificación, además de ser una recomendación directa de UNICEF México, cuenta con una disposición legal, ya que el Artículo 14 de la Ley de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Yucatán establece claramente que la persona titular de la presidencia del sistema local de protección puede ser suplida por la titular de la Secretaría General de Gobierno, en los términos previstos por el artículo 18 del Código de la Administración Pública de Yucatán6. Es decir, la ley ya contempla la posibilidad de una relación más estrecha y formal con dicha dependencia, facilitando una gestión más eficiente y alineada con las políticas estatales y nacionales.

La experiencia en otros estados del país ha demostrado que esta estrategia ha tenido efectos positivos. En Jalisco y Nuevo León, la transferencia del sistema a dependencias de la Secretaría General ha resultado en una mayor eficiencia en la ejecución de programas, una coordinación interinstitucional más sólida y una mayor visibilidad de las acciones realizadas; al igual ha permitido fortalecer los mecanismos de protección, capacitar al personal y articularse con otras políticas públicas relevantes7.

En conclusión, esta propuesta no solo cuenta con respaldo legal, sino que también ha demostrado ser una estrategia exitosa en otros contextos, lo que refuerza su conveniencia para Yucatán. Implementarla permitirá fortalecer la protección de las infancias y adolescencias, garantizando políticas públicas más eficientes, coordinadas y alineadas con los instrumentos internacionales y nacionales que reconocen y garantizan sus derechos.

PRODENNAY.- La segunda parte de esta reestructuración en materia de protección y restitución de derechos, corresponde a la Procuraduría. Las Procuradurías de Protección (PP) de Niñas, Niños y Adolescentes (NNA), establecidas por la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes (LGDNNA)  de 2014, son las  instituciones directamente  responsables  de  coordinar  las  acciones  de  protección  y  restitución  de
derechos  de  las  infancias  y  adolescencias  en  México.  En  ese  sentido,  se  les  debe


6  Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán. (2021). Decreto 378/2021 por el que se emite la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Yucatán. Recuperado de: https://www.poderjudicialyucatan.gob.mx/digestum/marcoLegal/02/2021/DIGESTUM02381.pdf
7 Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional de Protección Integral de Niñas, Niños y Adolescentes (SIPINNA). (2024).
Informe de avances y resultados de las comisiones del SIPINNA y otros colegiados en los que participa la Secretaría
Ejecutiva              al              30              de              junio              del              2024.              Recuperado              de:
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/940794/INFORME_COMISIONES_SIPINNA_Y_GT_SE_SIPINNA_
3107.pdf


considerar como uno de los ejes centrales para cumplir con la obligación del Estado

Mexicano de que todas las NNA del país puedan ejercer plenamente todos sus derechos8.


Conforme a lo establecido en la LGDNNA, actualmente operan la Procuraduría Federal de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes y las 32 Procuradurías Estatales de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes. En el ámbito municipal, la mayoría de las entidades federativas han evolucionado de delegaciones regionales a procuradurías de protección municipales, constituidas como autoridades de primer contacto, sin embargo, Yucatán aún conserva la figura de delegación.

Así, de conformidad con el artículo 122 de la LGDNNA, las Procuradurías Estatales de Protección (PP) brindan atención directa a niñas, niños y adolescentes víctimas de violencias, explotación, abuso, abandono, negligencia, separación familiar, migración, entre otros, para lo cual cuentan con las siguientes atribuciones:

•   Identificar y recibir los casos de violación de derechos de NNA;

•   Prestar asesoría;

•	Brindar representación en suplencia y representación coadyuvante a niñas, niños y adolescentes que han sido víctimas;
•	Denunciar ante el Ministerio Público los casos que se consideren constitutivos de delitos y solicitar las Medidas Urgentes de Protección Especial o dictarlas en casos de extrema urgencia;
•   Diseñar y vigilar la ejecución de los Planes de Restitución de derechos;

•   Seguimiento y supervisión de las Medidas de Protección Especial, etc.

El proceso de creación y desarrollo de las PP, sin embargo, ha encontrado una diversidad de obstáculos y retos que limitan severamente su eficacia y alcances, lo cual resulta en una protección y restitución inadecuadas de los derechos de NNA. Por esa razón, es urgente fortalecerlas, tomando en cuenta la diversidad de contextos y necesidades de cada estado9.
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Según UNICEF México (2019), en una definición restrictiva, la población objetivo de las PP en México es de 233 mil NNA. Ese número debería considerarse como un piso mínimo de la población a atender. Las categorías consideradas para llegar a ese número son las siguientes: a) NNA víctimas de delitos denunciados ante el Ministerio Público. b) Adolescentes en conflicto con la ley. c) NNA viviendo con sus madres en centros penitenciarios. d) NNA albergados en Centros de Asistencia Social (CAS) públicos y privados. e) NNA que se han presentado ante alguna autoridad migratoria.

Para su atención, la estructura mínima deseable de una PP estaría encabezada por una procuradora o procurador que marque los lineamientos de política a nivel estatal, se asegure de que todas las áreas —particularmente las procuradurías desconcentradas municipales— cumplan con sus funciones, y que se encargue de la coordinación con todas las demás dependencias e instituciones públicas y privadas con las cuales se vincula el trabajo de las Procuradurías. Los equipos multidisciplinarios de casos se encargarían de manera directa de las acciones que marca la LGDNNA (art. 123) y estarían conformados por 3 especialistas: un profesional enfocado en derecho, otro en psicología y otro en trabajo social. Para ello, la estructura mínima plantea un equipo multidisciplinario por cada 300 casos atendidos por año.

Es decir, si sacamos cuentas, los recursos financieros que se requieren invertir por niña o niño para tener un sistema de Procuradurías de Protección tal como señala la LGDNNA, es de $57.28 pesos anuales. Aún en el escenario óptimo, los recursos requeridos son modestos, pues esto representaría apenas el 0.013% del PIB, el 0.05% del Presupuesto de Egresos de la Federación (PEF), el 0.07% del gasto programable y el 0.34% del Gasto Federal en Protección Social. Al comparar el presupuesto óptimo frente al presupuesto actual de las PP, se observa que el presupuesto actual equivale aproximadamente a un
27% del óptimo10, lo que sugiere que hay un gran potencial para fortalecer y ampliar estos

recursos para mejorar la protección de las infancias y adolescencias en el país.






10 Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF México). (2019). Procuradurías de Protección de Niñas, Niños   y   Adolescentes:   Informe   sobre   su   costo   y   propuestas   para   su   fortalecimiento .   Recuperado   de: https://www.unicef.org/mexico/media/2946/file/informe%20completo.pdf


La inversión para atender a las NNA en situación de vulnerabilidad es posible, es una inversión eficiente y de bajo costo en relación con otros gastos nacionales, y se hace evidente si se compara con la inversión en algunas obras que se han realizado en el estado, por ejemplo, el Tren Maya (presupuesto inicial de aproximadamente 156 mil millones de pesos, el cual se calcula ha tenido un sobrecosto del 228%)11.

Al comparar el presupuesto necesario para las PP en el escenario base contra el costo potencial que implica la violencia infantil, queda en evidencia la importancia de la inversión en el combate y prevención, dado el extraordinario retorno económico que representa para el país. Los recursos que se requieren para la operación eficiente de las PP equivalen al
0.85% del costo anual de permitir que NNA vivan en situaciones de violencia. Si debido a las acciones realizadas por las PP se logran prevenir o reducir las secuelas de la violencia contra niñas y niños, aunque fuera en un 30%, la inversión anual tendría un retorno de más de 200%, lo cual es superior a cualquier proyecto de infraestructura del país12. Dados esos costos, la prevención y protección de derechos resulta mucho más efectiva que lidiar con los costos económicos de no hacerlo en el corto y largo plazo.

De acuerdo con UNICEF México (2019), el vínculo entre diferentes formas de vulneración de los derechos de NNA y las conductas antisociales y criminales está relativamente bien establecido, tanto en México como a nivel internacional, por lo cual la inversión en el fortalecimiento de las PP debe considerarse como una inversión en prevención de la violencia y la delincuencia y, en última instancia, en seguridad pública.

Para poder entonces fortalecer el presupuesto de las PP, el incremento del presupuesto estatal es la vía más directa; pues conforme a la LGDNNA, la responsabilidad de financiar las actividades de protección y restitución a nivel local es de las entidades federativas, las cuales cuentan con gran autonomía para determinar cómo hacerlo.

Sin  embargo,  en  nuestro  caso,  la  Procuraduría  de  Protección  de  Niñas,  Niños  y

Adolescentes del Estado de Yucatán (PRODENNAY) enfrenta un problema de invisibilidad
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política: tiene un bajo perfil administrativo, cuando su actividad es preponderantemente legal enfocada en la procuración de justicia; opera como una unidad administrativa del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en Yucatán (DIF Yucatán), por lo que su titular tiene acceso limitado a funcionarias y funcionarios de primer nivel. Sus facultades también son limitadas y tienen poca incidencia fuera del ámbito directo de acción13. Día a día opera un presupuesto limitado que le impide contar con una estructura políticamente relevante y su personal solo atiende a un porcentaje muy reducido de las niñas, niños y adolescentes  que  están  necesitando protección,  mismos  que tienen  un  peso  político marginal (no existe un grupo demográfico o político con alta visibilidad que esté demandando sus servicios). A su vez, el bajo perfil administrativo limita la capacidad para negociar presupuestos más elevados y la escasez presupuestal restringe la capacidad para atender a una población más amplia.



Entonces,  debido  al  tamaño  reducido  de  la  población  atendida,  el  trabajo  de  la

PRODENNAY  tiene  poco  impacto.  Así  que,  ¿cómo  se  rompe  este  círculo  vicioso?



13 Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán. (2024). Acuerdo DIF 18/2024 por el que se expide el Estatuto Orgánico del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en Yucatán. Recuperado de: https://www.yucatan.gob.mx/docs/diario_oficial/diarios/2024/2024-02-20_2.pdf


Aumentando la visibilidad y el conocimiento público de su impacto, resultados y quehacer institucional. Una potencial estrategia debería de tener 6 elementos: 1. Otorgamiento de autonomía presupuestaria. 2. Multiplicar las voces favorables. 3. Construir una coalición de respaldo (Organismos públicos, organizaciones empresariales y de la sociedad civil). 4. Involucrar a personas actoras políticas no legislativas. 5. Colocar el tema en la agenda legislativa. 6. Fortalecimiento de sistemas de monitoreo y evaluación14.

Para ejemplificar los efectos del fortalecimiento de la Procuraduría Estatal de Protección, priorizando su independencia del Sistema DIF Estatal y dotándole de recursos suficientes para su operación, se hace referencia en particular a 2 casos:

•	Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia de Coahuila (PRONNIF): Es un organismo público descentralizado de la Administración Pública Estatal, sectorizado a la Secretaría de Gobierno, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que promueve y protege los derechos de NNA. Cuenta con 6 Subprocuradurías Regionales y 35 Procuradurías Municipales: que actúan bajo el mando y coordinación de la Procuraduría de Protección Estatal; la representan en la región o municipio de su competencia; ejercen el mando del Cuerpo Especializado de su adscripción, e imponen, cuando proceda, las correcciones disciplinarias que correspondan; además la PRONNIF ejerce la facultad de atracción de los asuntos que versen sobre hechos de trascendencia e interés público. También cuenta con policía especializada integrada por elementos con perfiles de abogados, psicólogos y trabajadores sociales, que actúa bajo el mando de PRONNIF en coordinación con el Consejo Estatal de Seguridad y tiene como objeto prevenir e investigar las afectaciones a derechos de niñas y niños; protege los derechos de niñas, niños y a la familia; es auxiliar del Ministerio Público para investigar y perseguir delitos; interviene en procesos penales para adolescentes; etc.15
•   Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Guanajuato

(PEPNNA): Es un organismo público descentralizado de la Administración Pública

Estatal, con personalidad jurídica y patrimonio propios, que tiene por objeto la protección


14 Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF México). (2019). Procuradurías de Protección de Niñas, Niños   y   Adolescentes:   Informe   sobre   su   costo   y   propuestas   para   su   fortalecimiento .   Recuperado   de: https://www.unicef.org/mexico/media/2946/file/informe%20completo.pdf
15 Gobierno de Coahuila. (2025). Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia de Coahuila (PRONNIF). Recuperado de:  https://coahuila.gob.mx/dependencias/index/PRONNIF
 (
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y restitución de los derechos de NNA. Existen Procuradurías Auxiliares en sus 46 municipios, las cuales: fungen como autoridad de primer contacto y dependen normativamente de la PEPNNA con equipos multidisciplinarios (derecho, psicología y trabajo social). La Procuraduría de Protección cuenta con un Cuerpo Especializado de Seguridad para el ejercicio de sus atribuciones, que: actúa bajo el mando directo de la persona titular de la PEPNNA, y está adscrito a la Secretaría de Seguridad Pública; previene e investiga las afectaciones a derechos de NNA; y protege los derechos de NNA. En conjunto con el cuerpo especializado, la Procuraduría de Protección establece los mecanismos de investigación necesarios y eficaces para identificar oportunamente y prevenir conductas tipificadas como delito16.

Como se puede notar, la operación mínima de las Procuradurías de Protección requiere de la asignación de un mayor presupuesto y, específicamente, del fortalecimiento de sus estructuras. Las labores de las PP son intensivas en recursos humanos, los cuales deben reclutarse, capacitarse y retenerse a lo largo del tiempo y a quienes se les debe proveer de los recursos necesarios para cumplir adecuadamente con sus funciones.

Es necesario también que los incrementos presupuestales asignados sean sostenidos, a fin de evitar que los cambios de gobierno y las modificaciones en la disponibilidad presupuestaria se traduzcan en una rotación indeseable del personal. Ante el inminente incremento en la demanda de servicios de las PP, las insuficiencias presupuestales tendrán un efecto directo sobre la eficacia no sólo de éstas, sino también de las autoridades administrativas y jurisdiccionales que interactúan con ellas y, por ende, sobre las personas que participan en estos procedimientos, lo cual afectaría severamente el ejercicio de la justicia y la restitución de derechos17.

En ese orden de ideas, las Legisladoras y los Legisladores del Partido Acción Nacional, conscientes de la importancia de mejorar los mecanismos de coordinación para asegurar
que  efectivamente  las  niñas,  niños  y  adolescentes  en  Yucatán  gocen  de  todos  sus



16  Gobierno de Guanajuato. (2024). Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de
Guanajuato (PEPNNA). Recuperado de:  https://pepnna.guanajuato.gob.mx/
17 Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF México). (2019). Procuradurías de Protección de Niñas, Niños   y   Adolescentes:   Informe   sobre   su   costo   y   propuestas   para   su   fortalecimiento .   Recuperado   de:
https://www.unicef.org/mexico/media/2946/file/informe%20completo.pdf


derechos, sin discriminación y en condiciones de igualdad, proponemos lo siguiente que la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Yucatán se convierta en un organismo público descentralizado de la Administración Pública Estatal, sectorizado a la Secretaría General de Gobierno, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con plena autonomía técnica, presupuestal y de gestión, con capacidad para determinar su organización interna y el ejercicio de sus recursos con arreglo a las normas aplicables, con el objeto de garantizar una efectiva protección integral y restitución de los derechos de niñas, niños y adolescentes.

Bajo tales consideraciones, se obtendrían los siguientes beneficios:

−	Se fortalecen las acciones de protección a la infancia, reduciendo la vulnerabilidad de los niños, niñas y adolescentes.
−	Se le dota de mayor autonomía de gestión y un presupuesto propio para la atención de situaciones complejas relacionadas con niñas, niños y adolescentes.
−	Se   refuerza   la   coordinación   intermunicipal   y   mecanismos   de   protección interinstitucionales, así como la coordinación entre diferentes sectores gubernamentales y la sociedad civil.
−	Se fortalecen sus capacidades de operación en el cumplimiento de las atribuciones establecidas tanto en la LGDNNA y la Ley estatal en la materia.
−	Se establece como la autoridad de alto nivel dentro de la Administración Pública Estatal para la defensa y protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes en situación de vulnerabilidad.
−	Se logra profesionalizar el servicio de defensa y protección de derechos de niñas, niños y adolescentes en situaciones especiales.
−	Se  genera  un  mayor  impacto en  la  vida  de los  niños,  niñas  y  adolescentes, garantizando sus derechos y promoviendo su bienestar.
−	Se utilizan de manera más eficiente los recursos y la experiencia, optimizando los resultados.
−	Para el caso del Sistema DIF Estatal, se estima que la adopción de este modelo traería como beneficios: quitar la carga procesal de la representación jurídica de niñas,  niños  y  adolescentes;  garantizar  focalizar  la  acción  en  estrategias  de


asistencia social y desarrollo integral de la familia; brindar la oportunidad de convertirse en la instancia encargada y especializada en generar políticas sobre las Familias y el Sistema de Cuidados.

Dada la gran cantidad de beneficios y los posibles resultados que contribuirían a fortalecer la protección y restitución de los derechos de las niñas, niños y adolescentes en Yucatán, la Fracción Legislativa del Partido Acción Nacional presenta esta iniciativa con el propósito de reformar y adicionar diversas disposiciones a la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Yucatán. Para mayor claridad se ilustra la propuesta legislativa mediante el siguiente cuadro comparativo:




	Texto actual de la Ley de los Derechos

de Niñas, Niños y Adolescentes del

Estado de Yucatán
	

Iniciativa

	Capítulo II

Sistema de Protección Integral de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Yucatán Artículo 18. Secretaría ejecutiva
La coordinación operativa del sistema local de protección estará a cargo de la secretaría ejecutiva, la cual será dependiente del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en Yucatán.
	Capítulo II

Sistema de Protección Integral de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Yucatán Artículo 18. Secretaría ejecutiva
La coordinación operativa del sistema local de protección estará a cargo de la secretaría ejecutiva, la cual será dependiente de la Secretaría General de Gobierno.

	Artículo 19 al 39 …
	Artículo 19 al 39 …

	Capítulo V

Distribución de competencias

Artículo 40. Atribuciones del Sistema para el

Desarrollo Integral de la Familia en Yucatán

El Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en  Yucatán, para el  cumplimiento del objeto de esta ley tendrá las siguientes atribuciones:
	Capítulo V

Distribución de competencias

Artículo 40. Atribuciones del Sistema para el

Desarrollo Integral de la Familia en Yucatán

El Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en Yucatán, para el cumplimiento del objeto de esta ley tendrá las siguientes atribuciones:




I. Proteger los derechos de niñas, niños y adolescentes, cuando estos se encuentren restringidos o vulnerados, en términos de esta ley y las demás disposiciones jurídicas aplicables.


La institucionalización de niñas, niños o adolescentes con el fin de preservar su seguridad, integridad y propiciar su sano desarrollo, procederá como último recurso y por el menor tiempo posible, priorizando las opciones de cuidado en un entorno familiar.



II. Promover la cooperación de las autoridades estatales con las federales y municipales para el  diseño y ejecución de mecanismos de protección y restitución de los derechos de niñas, niños y adolescentes.
III. Celebrar convenios de colaboración con los sistemas para el desarrollo integral de la familia nacional, de otras entidades federativas y municipales, así como con organizaciones e instituciones de los sectores público, privado y social, en materia de protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes.
IV. Promover la formación, capacitación y profesionalización del personal de instituciones vinculadas con la protección y restitución de los derechos de niñas, niños y adolescentes, así como realizar y apoyar estudios e investigaciones en la materia, con el fin de difundirlos entre las autoridades competentes y los sectores público, social y

I.  Proporcionar  asistencia  social  a  niñas, niños y adolescentes cuando a criterio de la procuraduría de protección sus derechos se encuentren  se  encuentren  restringidos  o vulnerados, en términos de esta ley y las demás disposiciones jurídicas aplicables. Prestar acogimiento residencial a solicitud de la procuraduría de protección a niñas, niños o adolescentes  con  el  fin  de  preservar  su seguridad,  integridad  y  propiciar  su  sano desarrollo, en tanto es resuelta su situación jurídica, esto procederá como último recurso y por el menor tiempo posible, priorizando las opciones de cuidado en un entorno familiar. II.    Promover    la    cooperación    de    las autoridades  estatales  con  las  federales  y municipales para el diseño y ejecución de mecanismos  de  asistencia  social  a  niñas, niños y adolescentes.
III. Celebrar convenios de colaboración con los sistemas para el desarrollo integral de la familia nacional, de otras entidades federativas y municipales, así como con organizaciones e instituciones de los sectores público, privado y social, en materia de asistencia social a niñas, niños y adolescentes.
IV.  Promover  la  formación, capacitación y profesionalización del personal de instituciones vinculadas con la asistencia social a niñas, niños y adolescentes, así como realizar y apoyar estudios e investigaciones en la materia, con el fin de difundirlos entre las autoridades competentes y los sectores público, social y privado para

	privado   para   su   incorporación   en   los

programas respectivos.

V. Brindar asesoría y colaboración técnica y administrativa, en  materia  de  protección y restitución de los derechos de niñas, niños y adolescentes, a los ayuntamientos de los municipios del estado, que lo soliciten.
VI al XIII …
	su     incorporación    en     los     programas

respectivos.

V. Brindar asesoría y colaboración técnica y administrativa,   en   materia   de   asistencia social a niñas, niños y adolescentes, a los ayuntamientos de los municipios del estado, que lo soliciten.
VI al XIII …

	Artículo 41 …
	Artículo 41 …

	Capítulo VI

Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Yucatán Artículo 42. Naturaleza jurídica y objeto de la
procuraduría de protección

La Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del  Estado  de  Yucatán  es  una unidad administrativa dependiente del Sistema Estatal para el Desarrollo Integral de la Familia en Yucatán, con autonomía técnica y de gestión, que tiene por objeto garantizar una efectiva protección integral y restitución de los derechos de niñas, niños y adolescentes.









Sin correlativo.
	Capítulo VI

Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Yucatán Artículo 42. Naturaleza jurídica y objeto de la
procuraduría de protección

La Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Yucatán es un organismo público descentralizado de la Administración Pública Estatal, sectorizado a la Secretaría General de Gobierno, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con plena autonomía técnica, presupuestal y de gestión, con capacidad para determinar su organización interna y el ejercicio de sus recursos con arreglo a las normas aplicables, cuyo objeto es garantizar una efectiva protección integral y restitución de los derechos de niñas, niños y adolescentes.
La dirección y administración de la procuraduría de protección estará a cargo del Consejo Directivo y de la Persona Titular de la procuraduría de protección. Mientras que el control y vigilancia de la procuraduría de protección estará a cargo del Órgano Interno de Control.




Artículo 43. Atribuciones de la procuraduría de protección
La procuraduría de protección, para el cumplimiento del objeto de esta ley, tendrá las atribuciones establecidas en el artículo 122 de la ley general y las siguientes:
I al XXX …

XXXI. Las demás que establezcan la ley general, esta ley, su reglamento y otras disposiciones legales y normativas aplicables.

















Sin correlativo.

Artículo 43. Atribuciones de la procuraduría de protección
La procuraduría de protección, para el cumplimiento del objeto de esta ley, tendrá las atribuciones establecidas en el artículo 122 de la ley general y las siguientes:
I al XXX …

XXXI. Solicitar al personal especializado en seguridad que realicen la investigación que sea necesaria para diagnosticar la situación de los derechos de las niñas, niños y adolescentes, cuando se tenga información sobre  un  posible  riesgo,  amenaza, afectación, restricción o vulneración de sus derechos. La procuraduría de protección en conjunto con el  personal especializado en seguridad aplicará los mecanismos de investigación, necesarios y eficaces, para identificar oportunamente y prevenir conductas tipificadas como delito.
XXXII. Promover la formación, capacitación y profesionalización del personal de instituciones vinculadas con la protección y restitución de los derechos de niñas, niños y adolescentes, así como realizar y apoyar estudios e investigaciones en la materia, con el fin de difundirlos entre las autoridades competentes y los sectores público, social y privado para su incorporación en los programas respectivos.
XXXIII. Brindar asesoría y colaboración técnica y administrativa, en materia de protección y restitución de los derechos de niñas,    niños    y    adolescentes,    a    los

	
	ayuntamientos de los municipios del estado,

que lo soliciten.

XXXIV. Las demás que establezcan la ley general, esta ley, su reglamento y otras disposiciones  legales  y  normativas aplicables.

	Sin correlativo.
	Artículo 43 bis. Autonomía presupuestal de la

procuraduría de protección

Se asignará un presupuesto adecuado y suficiente que garantice el correcto funcionamiento y el cumplimiento de las facultades y obligaciones de la procuraduría de protección, el cual se ejercerá con autonomía y conforme a las leyes en materia de presupuesto y responsabilidad hacendaria.
En cada ejercicio fiscal, se deberá contemplar la cantidad de recursos necesarios para asegurar la continuidad y sostenibilidad de sus servicios, considerando que el monto asignado no podrá reducirse en comparación con el del año anterior. Dicho ejercicio deberá realizarse con base en los principios de legalidad, certeza, independencia, honestidad, responsabilidad, eficiencia, eficacia, transparencia, rendición de cuentas, austeridad y racionalidad; y estará sujeto a la evaluación y control de los órganos correspondientes, en términos de lo dispuesto en la normativa aplicable.

	Sin correlativo.
	Artículo 43 ter. Patrimonio de la procuraduría

de protección

El patrimonio de la procuraduría de protección se integrará con:
I. Los recursos que le sean asignados o transferidos conforme al Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de Yucatán.




	
	II. Los recursos que le transfieran o le asignen

los Gobiernos federal, estatal o municipales, así como los organismos nacionales e internacionales.
III. Los bienes muebles e inmuebles y derechos que adquiera por cualquier título legal.
IV. Las utilidades, intereses, dividendos y rendimientos de sus bienes y derechos.
V. Los demás recursos, bienes o ingresos que obtenga por cualquier medio.

	Artículo 44. Integración de la procuraduría de

protección

La procuraduría de protección se integra por:

I. La persona titular de la procuraduría de protección.
II. La persona titular de la subprocuraduría de protección.
III. Las personas que ejerzan profesiones en derecho.
IV. Las personas que ejerzan profesiones en trabajo social.
V. Las personas que ejerzan profesiones en psicología.
VI. Las personas titulares de las delegaciones en los municipios del estado.


VII. El personal médico.

VIII. El personal especializado en enfermería. IX. El demás personal técnico, administrativo y contable suficiente para las necesidades de la procuraduría de protección.
	Artículo 44. Integración de la procuraduría de

protección

La procuraduría de protección se integra por:

I. La persona titular de la procuraduría de protección.
II. La persona titular de la subprocuraduría de protección.
III. Las personas que ejerzan profesiones en derecho.
IV. Las personas que ejerzan profesiones en trabajo social.
V. Las personas que ejerzan profesiones en psicología.
VI. Las personas titulares de las jefaturas de departamento, coordinaciones y vinculación con municipios del estado.
VII. El personal médico.

VIII. El personal especializado en enfermería. IX. El personal especializado en seguridad, quien actúa bajo el mando directo de la persona titular de la procuraduría de protección, y está adscrito a la Secretaría de Seguridad Pública; tiene como objeto prevenir  e  investigar  las  afectaciones  a




	









Sin correlativo.







El personal anteriormente citado, será contratado bajo las condiciones que el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en Yucatán determine más convenientes y adecuadas para el mejor cumplimiento de sus objetivos.
Sin correlativo.
	derechos  de  niños,  niñas  y  adolescentes;

proteger los derechos de niñas, niños y adolescentes; y aplicar los mecanismos de investigación, necesarios y eficaces, para identificar oportunamente y prevenir conductas tipificadas como delito.
X. La persona titular de la dirección administrativa.
XI. El demás personal técnico, administrativo y contable suficiente para las necesidades de la procuraduría de protección.
El personal anteriormente citado será contratado bajo las condiciones que la procuraduría de protección determine más convenientes y adecuadas para el mejor cumplimiento de sus objetivos.
La adscripción y nivel jerárquico de las unidades administrativas pertenecientes a la procuraduría de protección serán establecidos en el reglamento interior.
La persona titular de la procuraduría de protección tendrá la facultad de nombrar y remover a las personas titulares de las unidades administrativas y demás personal del organismo.

	Artículo 45. Requisitos para ser titular de la

procuraduría de protección

La persona titular de la procuraduría de protección será nombrada y removida por la persona titular de la Dirección General del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en Yucatán y deberá cumplir con los siguientes requisitos:
I. Tener la ciudadanía mexicana, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos.
II. Tener más de 35 años.
	Artículo 45. Requisitos para ser titular de la

procuraduría de protección

La persona titular de la procuraduría de protección será  nombrada  y  removida  por  la persona titular del Poder Ejecutivo del Estado y deberá cumplir con los siguientes requisitos:



I. Tener la ciudadanía mexicana, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos.
II. Tener más de 35 años.




III. Contar con título y cédula profesional de licenciatura en derecho, expedidos por autoridad o institución legalmente facultada para ello.
IV. Contar mínimo con cinco años de experiencia en materia de procuración de justicia o defensa de niñas, niños y adolescentes.
Sin correlativo.

III. Contar con título y cédula profesional de licenciatura en derecho debidamente registrados, expedidos por la autoridad o institución legalmente facultada para ello.
IV. Contar mínimo con cinco años de experiencia en  materia  de  procuración de justicia o defensa de niñas, niños y adolescentes.
V. Contar con estudios de maestría o posgrado al día de su designación, expedido por la autoridad e institución legalmente facultada para ello, en materia de derecho, procuración de justicia o defensa de niñas, niños y adolescentes.
VI. Contar con estudios especializados en el sistema integral de justicia penal para adolescentes.
VII. No haber sido sentenciado por delito doloso ni estar sujeto a proceso penal por delito doloso.
VIII. No estar suspendido ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como persona servidora pública ni estar sujeto  a  procedimiento de  responsabilidad administrativa, en los términos de la normativa aplicable.
IX. No ser persona deudora alimentaria morosa.
La persona titular de la procuraduría de protección no podrá tener otro empleo, cargo o comisión, con excepción de los no remunerados en actividades docentes, científicas, culturales, de investigación o de beneficencia.

Sin correlativo.                                                       Artículo 45 bis. Facultades y obligaciones de la persona titular de la procuraduría de protección
La persona titular de la procuraduría de protección tendrá las facultades y obligaciones establecidas en el artículo 43 de esta ley, así como lo dispuesto en el artículo 76 del Código de la Administración Pública de Yucatán. Además, contará con las siguientes facultades y obligaciones:
I.     Representar       legalmente       a       la procuraduría  de  protección  ante  cualquier autoridad o persona, mediante poder general amplísimo para pleitos y cobranzas y actos de  administración,  pudiendo  promover  y desistirse de cualquier acto o procedimiento, de naturaleza administrativa o jurisdiccional. II.    Planear,    dirigir    y     administrar    el funcionamiento   de    la    procuraduría   de protección.
III. Ejecutar  los  actos  de  autoridad necesarios para el debido cumplimiento de su objeto.
IV.  Convocar y  conducir las  sesiones del consejo directivo.
V. Ejecutar los acuerdos del consejo directivo.
VI.  Otorgar, a nombre de la procuraduría de protección, mandatos o poderes generales o limitados en términos de lo establecido en el Código Civil del Estado de Yucatán para la atención de los asuntos de su competencia y revocar dichos mandatos.
VII. Aprobar   y   remitir   el   proyecto   de presupuesto de egresos de la procuraduría










Sin correlativo.

de protección al Poder Ejecutivo Estatal, para su integración al proyecto de presupuesto de egresos; y ejercer el presupuesto aprobado por el Congreso del Estado; así como rendir cuentas sobre su ejercicio.
VIII. Aprobar la estructura de la procuraduría de protección, emitir el reglamento interior, los manuales de organización, procedimientos, políticas y demás instrumentos que regulen el funcionamiento del organismo, así como sus propuestas de modificación.
IX. Determinar los programas y servicios generales de la procuraduría de protección, y expedir la normativa necesaria para el cumplimiento de sus fines.
X.   Establecer las medidas y mecanismos que aseguren la calidad, eficacia y eficiencia del desempeño de la procuraduría de protección.
XI.  Autorizar con base al dictamen del área competente, el crecimiento, expansión y desarrollo de los diferentes servicios de la procuraduría de protección en el espacio requerido.
XII. Instrumentar acciones de coordinación con diferentes autoridades, instituciones y organizaciones para  la  implementación de programas y prestación de servicios en el estado, en materia de protección y restitución de los derechos de niñas, niños y adolescentes, así como para la capacitación del personal de la procuraduría de protección. XIII. Suscribir        acuerdos,        convenios, contratos,   acuerdos   interinstitucionales   y

	















Sin correlativo.
	demás    instrumentos   jurídicos    con    los

sectores público, privado y social, con autoridades federales, estatales y municipales y organismos internacionales según corresponda, en las materias de competencia y en los términos de las disposiciones aplicables para el cumplimiento de  las  atribuciones de  la  procuraduría de protección.
XIV. Administrar efectivamente los recursos humanos, materiales, financieros e informáticos de la procuraduría de protección. XV. Expedir o autorizar los nombramientos del personal y conducir las relaciones laborales de acuerdo con las disposiciones legales aplicables.
XVI. Elaborar y presentar los programas de trabajo, informes de actividades y estados financieros anuales  de  la  procuraduría de protección a las instancias y autoridades correspondientes.
XVII.        Regular   y   autorizar   las estrategias de comunicación social y publicidad para dar a conocer a la sociedad las actividades y resultados de la procuraduría de protección.
XVIII.           Autorizar constancias y certificar copias de los documentos originales que obran en los archivos de la procuraduría de protección.
XIX. Las demás que establezca esta ley, el reglamento  y  demás  disposiciones aplicables.

	Sin correlativo.
	Artículo  45  ter.  Suplencias  de  la  persona

titular de la procuraduría de protección




	
	Las    personas    titulares    de    las    unidades

administrativas, conforme a lo establecido en el reglamento interior, suplirán a la persona titular de la procuraduría de protección en sus ausencias temporales que no impliquen falta absoluta.

	Artículo 46 al 47  … 
	 Artículo  4 6  al  47  … 

	Sin correlativo.
	Artículo 47 bis. Consejo Directivo de la procuraduría de protección
El Consejo Directivo de la procuraduría de protección es  un  órgano  colegiado que  tiene como objeto la toma de decisiones y la emisión de recomendaciones en materia de planeación, administración, implementación, supervisión y evaluación de acciones que garanticen una efectiva protección integral y restitución de los derechos de niñas, niños y adolescentes.
El Consejo Directivo de la procuraduría de protección estará integrado por:
I.     La persona titular del Poder Ejecutivo estatal, o la persona que este designe, quien la presidirá.
II.    Las personas titulares de las siguientes instituciones públicas:
•    Secretaría General de Gobierno.

•    Secretaría   de    Administración   y

Finanzas.

•    Secretaría de Seguridad Pública.

•    Consejería Jurídica.

•    Secretaría de Salud.

•    Secretaría de la Contraloría General.

•    Fiscalía General del Estado.

•	Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en Yucatán.




Sin correlativo.                                                             III.   La   persona  titular   de   la   Secretaría

Ejecutiva del sistema local de protección.

IV.  La persona titular de la procuraduría de protección.
V. Serán  invitadas  permanentes  las personas titulares de las siguientes instituciones públicas:
•    Secretaría  de  Desarrollo  Social  o

Bienestar.

•    Secretaría de Educación.

•    Secretaría de las Mujeres.

•	Instituto  para  la  Inclusión  de  las Personas con Discapacidad de Yucatán.
Los integrantes del Consejo Directivo tendrán derecho a voz y voto durante las sesiones. Sus invitados solo tendrán derecho a voz.
El cargo de los integrantes del Consejo Directivo será honorífico, por lo que no recibirán retribución, emolumento ni compensación alguna por su desempeño.
Las y los integrantes del Consejo Directivo serán suplidos en sus ausencias por los representantes que al efecto designen cada uno de ellos.
El Consejo Directivo contará con una secretaría técnica designada por éste, a propuesta del titular de la procuraduría de protección. Sus atribuciones estarán contenidas en el reglamento interior de la procuraduría de protección. En las sesiones, tendrá derecho a voz, pero sin voto.
El Consejo Directivo sesionará con la mayoría de sus integrantes, en la que invariablemente deberán estar presentes las personas titulares de la presidencia y la secretaría técnica.

Sin correlativo.                                                       Artículo  47  ter.  Atribuciones  del  Consejo

Directivo de la procuraduría de protección

El  Consejo  Directivo  de  la  procuraduría  de protección tendrá las siguientes atribuciones:
I.     Aprobar el programa de trabajo anual de la procuraduría de protección.
II.    Aprobar el anteproyecto del presupuesto de egresos y los estados financieros de la procuraduría de protección.
III.   Aprobar   el   proyecto   de   reglamento interior de la procuraduría de protección y remitirlo al ejecutivo para su expedición.
IV.  Aprobar los manuales de organización, lineamientos, reglas de operación y manuales de  procedimientos, políticas  y  servicios  al público, entre otros, a propuesta del titular de la procuraduría de protección.
V.   Aprobar la suscripción de convenios de colaboración y coordinación con autoridades de los tres ámbitos de gobierno, así como con instituciones y organismos públicos, privados y sociales.
VI. Analizar  y  aprobar  los  informes periódicos que rinda el titular de la procuraduría de protección.
VII. Aprobar  la  aceptación  de  herencias, legados, donaciones y demás liberalidades que se hagan a favor de la procuraduría de protección.
VIII. Estudiar  y  aprobar  los  proyectos  de inversión.
IX. Aprobar la integración de comités y grupos de trabajo temporales.
X.   Proponer la implementación de políticas, programas,   estrategias   y   acciones   para

	


Sin correlativo.
	mejorar la organización y el funcionamiento

de la procuraduría de protección.

XI. Promover  el  trabajo  colaborativo, transversal y multidisciplinario, así como reforzar la coordinación entre sectores gubernamentales, municipios, instituciones y sociedad civil.
XII. Ejercer vigilancia sobre el patrimonio de la procuraduría de protección.
XIII. Las demás que le otorgue esta ley u otros ordenamientos aplicables.
El Consejo Directivo deberá celebrar por lo menos cuatro sesiones ordinarias al año y las extraordinarias que se requieran a petición de la persona titular de la presidencia, de la secretaría técnica o de la mayoría de sus integrantes.
El Consejo Directivo aprobará sus decisiones por mayoría de votos de los integrantes presentes. La persona titular de la presidencia tendrá voto dirimente en caso de empate.
El Consejo Directivo se regirá en su organización y funcionamiento, además de lo dispuesto por esta ley, por el reglamento interior de la procuraduría de protección.

	Sin correlativo.
	Artículo 47 quáter. Órgano interno de control

El órgano interno de control es la unidad administrativa, dotada de autonomía técnica y de gestión para decidir sobre su funcionamiento y resoluciones, que tendrá a su cargo la promoción, evaluación y fortalecimiento del buen funcionamiento del control administrativo presupuestal de la procuraduría de protección y en materia de responsabilidades administrativas de las personas servidoras públicas.




	Sin correlativo.
	El órgano de control interno de la procuraduría

de protección tendrá una persona titular que lo representará y contará con la estructura orgánica, personal y recursos necesarios para el cumplimento de su objetivo.
Las actividades que realice el órgano de control interno deberán realizarse de acuerdo con la ley, reglamentos, lineamientos, acuerdos y  demás normativa emitida que sean aplicables al caso concreto y en ningún momento deberán entorpecer o frenar la operatividad diaria de la procuraduría de protección.
La persona titular del órgano de control interno y sus colaboradores deberán trabajar según las mismas reglas, pautas y código de ética y conducta que se establezcan para las demás personas servidoras públicas de la procuraduría de protección.

	Artículo 48 al 56 …
	Artículo 48 al 56 …

	Capítulo X Infracciones y sanciones
Artículo 57. Infracciones

Se considerarán como infracciones a esta ley las siguientes conductas:
I. Respecto de servidores públicos estatales y municipales, personal de instituciones de salud, educación, deportivas o culturales, empleados o trabajadores de establecimientos sujetos al control, administración o  coordinación de  aquellas, así como centros de asistencia social o de cualquier otra índole de jurisdicción estatal o municipal, cuando en el ejercicio de sus funciones o actividades o con motivo de ellas conozcan de la violación de algún derecho a
	Capítulo X Infracciones y sanciones
Artículo 57. Infracciones

Se considerarán como infracciones a esta ley las siguientes conductas:
I. Respecto de servidores públicos estatales y municipales, personal de instituciones de salud, seguridad, educación, deportivas o culturales, empleados o trabajadores de establecimientos sujetos al control, administración o coordinación de aquellas, así como centros de asistencia social o de cualquier otra índole de jurisdicción estatal o municipal, cuando en el ejercicio de sus funciones o actividades o con motivo de ellas conozcan de la violación de algún derecho a




	alguna    niña,    niño    o    adolescente    e

indebidamente se abstengan de hacerlo del conocimiento de la autoridad competente.
II. Respecto de servidores públicos estatales y municipales, personal de instituciones de salud, educación, deportivas o culturales, empleados o trabajadores de establecimientos sujetos al control, administración o  coordinación de  aquellas, así como centros de asistencia social o de cualquier otra índole de jurisdicción estatal o municipal, cuando propicien, toleren o se abstengan de impedir, cualquier tipo de abuso, acoso, agresión, daño, intimidación, violencia, maltrato o perjuicio en contra de niñas, niños y adolescentes.
III al V…
	alguna    niña,    niño    o    adolescente    e

indebidamente se abstengan de hacerlo del conocimiento de la autoridad competente.
II. Respecto de servidores públicos estatales y municipales, personal de instituciones de salud, seguridad, educación, deportivas o culturales, empleados o trabajadores de establecimientos sujetos al control, administración o coordinación de aquellas, así como centros de asistencia social o de cualquier otra índole de jurisdicción estatal o municipal, cuando propicien, toleren o se abstengan de impedir, cualquier tipo de abuso, acoso, agresión, daño, intimidación, violencia, maltrato o perjuicio en contra de niñas, niños y adolescentes.
III al V…

	Artículo 58 al 62 …
	Artículo 58 al 62 …

	Sin correlativo.
	Capítulo XI

Procuradurías Municipales de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Yucatán
Artículo 63.  Naturaleza jurídica y objeto de las procuradurías municipales de protección Con el objeto de ampliar la cobertura y mejorar la calidad de los servicios de protección integral y restitución de los derechos de niñas, niños y adolescentes, se establecen las Procuradurías Municipales de  Protección de  Niñas, Niños y Adolescentes del estado de Yucatán, las cuales se conforman de acuerdo con la capacidad técnica y financiera de cada municipio, y actúan como autoridades de primer contacto en estos temas.




	Sin correlativo.
	Los   ayuntamientos,   en   el   ámbito   de   su

competencia, deberán  garantizar  el cumplimiento de la normativa y la política nacional y estatal en materia de derechos de niñas, niños y adolescentes, su protección integral o restitución, para lo cual deberán observar el interés superior de la niñez y asegurar la asignación prioritaria de recursos en términos de las disposiciones aplicables.

	Sin correlativo.
	Artículo      64.      Atribuciones      de      las

procuradurías municipales de protección

Las procuradurías municipales de protección, para  el  cumplimiento del  objeto  de  esta  ley, tendrán las atribuciones establecidas en el artículo 119 de la ley general.

	Sin correlativo.
	Artículo 65. Integración de las procuradurías municipales de protección
Las procuradurías municipales de protección se integran por:
I. La persona titular de la procuraduría municipal de protección.
II. Las personas que ejerzan profesiones en derecho.
III. Las personas que ejerzan profesiones en trabajo social.
IV. Las personas que ejerzan profesiones en psicología.
V.  El  personal médico y  especializado en enfermería.
VI. El demás personal técnico, administrativo y contable suficiente para las necesidades de la procuraduría municipal de protección.
El personal anteriormente citado será contratado bajo las condiciones que las autoridades municipales  determinen  más  convenientes  y




	


Sin correlativo.
	adecuadas para el mejor cumplimiento de sus

objetivos.

El personal que integre las procuradurías municipales de protección tiene la obligación de guardar  absoluta  confidencialidad en  todos  y cada  uno  de  los  asuntos  que  conozcan con motivo de su cargo público.

	Sin correlativo.
	Artículo 66. Requisitos para ser titular de la

procuraduría municipal de protección

La persona titular de la procuraduría municipal de protección será  nombrada  y  removida  por  la persona titular de la Presidencia Municipal y deberá cumplir con los siguientes requisitos:
I. Tener la ciudadanía mexicana, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos.
II. Tener más de 30 años.

III.  Contar  con  título  y  cédula  profesional de licenciatura  en  derecho  debidamente registrados, expedidos por la autoridad o institución legalmente facultada para ello.
IV. Contar con experiencia en materia de procuración de justicia o defensa de niñas, niños y adolescentes.
V. No haber sido sentenciado por delito doloso ni estar sujeto a proceso penal por delito doloso.
VI. No estar suspendido ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como persona servidora pública ni estar sujeto a procedimiento de responsabilidad administrativa, en los términos de la normativa aplicable.
VII. No ser persona deudora alimentaria morosa.

	Sin correlativo.
	Artículo 67. Autoridades auxiliares

En el ejercicio de sus funciones, las procuradurías municipales de protección se auxiliarán    de    las    instituciones    policiales











Sin correlativo.

competentes, así como de las instituciones públicas y privadas necesarias, de conformidad con la ley general, esta ley, su reglamento y demás disposiciones legales aplicables.
Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, deberán colaborar con las procuradurías municipales de protección en el ejercicio de sus funciones. Cuando las procuradurías municipales de protección les requieran determinada información, deberán proporcionarla, salvo que se trate de información confidencial en  los  términos de  la  legislación aplicable.
El Gobierno del Estado, a través de la procuraduría de protección, establecerá los mecanismos idóneos que permitan una interrelación sistemática con las procuradurías municipales de  protección, así  como  con  las dependencias gubernamentales federales, estatales y organismos privados involucrados. Esto con el objetivo de brindar protección integral y restitución de derechos a niñas, niños y adolescentes  en  todo  el  estado  de  manera
efectiva y oportuna.



Ante lo expuesto, se presenta a consideración de esta Honorable Soberanía, la siguiente iniciativa con Proyecto de Decreto:

PROYECTO DE DECRETO


Artículo Único.- Se reforman los artículos 18; 40, fracción I, II, III, IV y V; 42; y 43, fracción XXXI, adicionando la fracción XXXII, XXXIII y XXXIV; se adicionan los artículos 43 bis y 43 ter; se reforman los artículos 44, fracción VI y IX, adicionando la fracción  X,  XI  y  se  anexan  un  párrafo  tercero  y  cuarto;  y  45,  adicionando  las


fracciones V, VI, VII, VIII, IX y se anexa un párrafo segundo; se adicionan los artículos

45 bis; 45 ter; 47 bis; 47 ter; y 47 quáter; se reforma el artículo 57, fracciones I y II; y por último, se adiciona el capítulo XI junto con los artículos 63; 64; 65; 66 y 67 que lo conforman; todos de la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Yucatán, para quedar como sigue:

Capítulo II

Sistema de Protección Integral de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de

Yucatán

Artículo 18. Secretaría ejecutiva

La coordinación operativa del sistema local de protección estará a cargo de la secretaría ejecutiva, la cual será dependiente de la Secretaría General de Gobierno.

Artículo 19 al 39 …

Capítulo V Distribución de competencias
Artículo 40. Atribuciones del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en

Yucatán

El Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en Yucatán, para el cumplimiento del objeto de esta ley tendrá las siguientes atribuciones:

I.	Proporcionar asistencia social a niñas, niños y adolescentes cuando a criterio de la procuraduría de protección sus derechos se encuentren se encuentren restringidos o vulnerados, en términos de esta ley y las demás disposiciones jurídicas aplicables. Prestar acogimiento residencial a solicitud de la procuraduría de protección a niñas, niños o adolescentes con el fin de preservar su seguridad, integridad y propiciar su sano desarrollo, en tanto es resuelta su situación jurídica, esto procederá como último recurso y por el menor tiempo posible, priorizando las opciones de cuidado en un entorno familiar.


II.     Promover  la  cooperación  de  las  autoridades  estatales  con  las  federales  y municipales para el diseño y ejecución de mecanismos de asistencia social a niñas, niños y adolescentes.
III.     Celebrar convenios de colaboración con los sistemas para el desarrollo integral de la familia nacional, de otras entidades federativas y municipales, así como con organizaciones e instituciones de los sectores público, privado y social, en materia de asistencia social a niñas, niños y adolescentes.
IV.     Promover   la   formación,   capacitación   y   profesionalización   del   personal   de instituciones vinculadas con la asistencia social a niñas, niños y adolescentes, así como realizar y apoyar estudios e investigaciones en la materia, con el fin de difundirlos entre las autoridades competentes y los sectores público, social y privado para su incorporación en los programas respectivos.
V.	Brindar asesoría y colaboración técnica y administrativa, en materia de asistencia social a niñas, niños y adolescentes, a los ayuntamientos de los municipios del estado, que lo soliciten.

VI al XIII … Artículo 41 …
Capítulo VI

Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Yucatán

Artículo 42. Naturaleza jurídica y objeto de la procuraduría de protección

La Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Yucatán es un organismo público descentralizado de la Administración Pública Estatal, sectorizado a la Secretaría General de Gobierno, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con plena autonomía técnica, presupuestal y de gestión, con capacidad para determinar su organización interna y el ejercicio de sus recursos con arreglo a las normas aplicables, cuyo objeto es garantizar una efectiva protección integral y restitución de los derechos de niñas, niños y adolescentes.


La dirección y administración de la procuraduría de protección estará a cargo del Consejo Directivo y de la Persona Titular de la procuraduría de protección. Mientras que el control y vigilancia de la procuraduría de protección estará a cargo del Órgano Interno de Control.

Artículo 43. Atribuciones de la procuraduría de protección

La procuraduría de protección, para el cumplimiento del objeto de esta ley, tendrá las atribuciones establecidas en el artículo 122 de la ley general y las siguientes:

I al XXX …

XXXI.     Solicitar al personal especializado en seguridad que realicen la investigación que sea necesaria para diagnosticar la situación de los derechos de las niñas, niños y adolescentes, cuando se tenga información sobre un posible riesgo, amenaza, afectación, restricción o vulneración de sus derechos. La procuraduría de protección en conjunto con el personal especializado en seguridad aplicará los mecanismos de investigación,  necesarios y eficaces,  para identificar  oportunamente y prevenir conductas tipificadas como delito.
XXXII.     Promover   la   formación,   capacitación   y   profesionalización   del   personal   de instituciones vinculadas con la protección y restitución de los derechos de niñas, niños y adolescentes, así como realizar y apoyar estudios e investigaciones en la materia, con el fin de difundirlos entre las autoridades competentes y los sectores público, social y privado para su incorporación en los programas respectivos.
XXXIII.     Brindar asesoría y colaboración técnica y administrativa, en materia de protección y restitución de los derechos de niñas, niños y adolescentes, a los ayuntamientos de los municipios del estado, que lo soliciten.
XXXIV.    Las demás que establezcan la ley general, esta ley, su reglamento y otras disposiciones legales y normativas aplicables.

Artículo 43 bis. Autonomía presupuestal de la procuraduría de protección

Se asignará un presupuesto adecuado y suficiente que garantice el correcto funcionamiento y el cumplimiento de las facultades y obligaciones de la procuraduría de protección, el cual se ejercerá con autonomía y conforme a las leyes en materia de presupuesto y responsabilidad hacendaria.


En cada ejercicio fiscal, se deberá contemplar la cantidad de recursos necesarios para asegurar la continuidad y sostenibilidad de sus servicios, considerando que el monto asignado no podrá reducirse en comparación con el del año anterior.

Dicho ejercicio deberá realizarse con base en los principios de legalidad, certeza, independencia, honestidad, responsabilidad, eficiencia, eficacia, transparencia, rendición de cuentas, austeridad y racionalidad; y estará sujeto a la evaluación y control de los órganos correspondientes, en términos de lo dispuesto en la normativa aplicable.

Artículo 43 ter.  Patrimonio de la procuraduría de protección

El patrimonio de la procuraduría de protección se integrará con:

I.     Los recursos que le sean asignados o transferidos conforme al Presupuesto de

Egresos del Gobierno del Estado de Yucatán.

II.     Los  recursos que le transfieran o  le asignen los  Gobiernos  federal,  estatal  o municipales, así como los organismos nacionales e internacionales.
III.     Los bienes muebles e inmuebles y derechos que adquiera por cualquier título legal.

IV.     Las utilidades, intereses, dividendos y rendimientos de sus bienes y derechos.

V.     Los demás recursos, bienes o ingresos que obtenga por cualquier medio.

Artículo 44. Integración de la procuraduría de protección

La procuraduría de protección se integra por:

I.     La persona titular de la procuraduría de protección.

II.     La persona titular de la subprocuraduría de protección.

III.     Las personas que ejerzan profesiones en derecho.

IV.     Las personas que ejerzan profesiones en trabajo social.

V.     Las personas que ejerzan profesiones en psicología.

VI.     Las  personas  titulares  de  las  jefaturas  de  departamento,  coordinaciones  y vinculación con municipios del estado.
VII.     El personal médico.

VIII.     El personal especializado en enfermería.


IX.     El personal especializado en seguridad, quien actúa bajo el mando directo de la persona titular de la procuraduría de protección, y está adscrito a la Secretaría de Seguridad Pública;  tiene  como objeto prevenir e investigar  las  afectaciones a derechos de niños, niñas y adolescentes; proteger los derechos de niñas, niños y adolescentes; y aplicar los mecanismos de investigación, necesarios y eficaces, para identificar oportunamente y prevenir conductas tipificadas como delito.
X.     La persona titular de la dirección administrativa.

XI.     El demás personal técnico, administrativo y contable suficiente para las necesidades de la procuraduría de protección.

El personal anteriormente citado será contratado bajo las condiciones que la procuraduría de protección determine más convenientes y adecuadas para el mejor cumplimiento de sus objetivos.

La adscripción y nivel jerárquico de las unidades  administrativas  pertenecientes  a la procuraduría de protección serán establecidos en el reglamento interior.

La persona titular de la procuraduría de protección tendrá la facultad de nombrar y remover a las personas titulares de las unidades administrativas y demás personal del organismo.

Artículo 45. Requisitos para ser titular de la procuraduría de protección

La persona titular de la procuraduría de protección será nombrada y removida por la persona titular del Poder Ejecutivo del Estado y deberá cumplir con los siguientes requisitos:

I.     Tener la ciudadanía mexicana, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos.

II.     Tener más de 35 años.

III.     Contar con título y cédula profesional de licenciatura en derecho debidamente registrados, expedidos por la autoridad o institución legalmente facultada para ello.
IV.     Contar mínimo con cinco años de experiencia en materia de procuración de justicia o defensa de niñas, niños y adolescentes.
V.	Contar con estudios de maestría o posgrado al día de su designación, expedido por la autoridad e institución legalmente facultada para ello, en materia de derecho, procuración de justicia o defensa de niñas, niños y adolescentes.


VI.     Contar con estudios especializados en el sistema integral de justicia penal para adolescentes.
VII.     No haber sido sentenciado por delito doloso ni estar sujeto a proceso penal por delito doloso.
VIII.     No estar suspendido ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como persona servidora pública ni estar sujeto a procedimiento de responsabilidad administrativa, en los términos de la normativa aplicable.
IX.     No ser persona deudora alimentaria morosa.

La persona titular de la procuraduría de protección no podrá tener otro empleo, cargo o comisión, con excepción de los no remunerados en actividades docentes, científicas, culturales, de investigación o de beneficencia.

Artículo 45 bis. Facultades y obligaciones de la persona titular de la procuraduría de protección

La persona titular de la procuraduría de protección tendrá las facultades y obligaciones establecidas en el artículo 43 de esta ley, así como lo dispuesto en el artículo 76 del Código de la Administración Pública de Yucatán. Además, contará con las siguientes facultades y obligaciones:

I.	Representar legalmente a la procuraduría de protección ante cualquier autoridad o persona, mediante poder general amplísimo para pleitos y cobranzas y actos de administración, pudiendo promover y desistirse de cualquier acto o procedimiento, de naturaleza administrativa o jurisdiccional.
II.     Planear, dirigir y administrar el funcionamiento de la procuraduría de protección.

III.     Ejecutar los actos de autoridad necesarios para el debido cumplimiento de su objeto.

IV.     Convocar y conducir las sesiones del consejo directivo.

V.     Ejecutar los acuerdos del consejo directivo.

VI.     Otorgar, a nombre de la procuraduría de protección, mandatos o poderes generales o limitados en términos de lo establecido en el Código Civil del Estado de Yucatán para la atención de los asuntos de su competencia y revocar dichos mandatos.
VII.     Aprobar y remitir el proyecto de presupuesto de egresos de la procuraduría de protección  al  Poder  Ejecutivo  Estatal,  para  su  integración  al  proyecto  de


presupuesto de egresos; y ejercer el presupuesto aprobado por el Congreso del

Estado; así como rendir cuentas sobre su ejercicio.

VIII.     Aprobar la estructura de la procuraduría de protección, emitir el reglamento interior, los manuales de organización, procedimientos, políticas y demás instrumentos que regulen el funcionamiento del organismo, así como sus propuestas de modificación.
IX.     Determinar los programas y servicios generales de la procuraduría de protección, y expedir la normativa necesaria para el cumplimiento de sus fines.
X.	Establecer las medidas y mecanismos que aseguren la calidad, eficacia y eficiencia del desempeño de la procuraduría de protección.
XI.     Autorizar con base al dictamen del área competente, el crecimiento, expansión y desarrollo de los diferentes servicios de la procuraduría de protección en el espacio requerido.
XII.     Instrumentar acciones de coordinación con diferentes autoridades, instituciones y organizaciones para la implementación de programas y prestación de servicios en el estado, en materia de protección y restitución de los derechos de niñas, niños y adolescentes, así como para la capacitación del personal de la procuraduría de protección.
XIII.     Suscribir acuerdos, convenios, contratos, acuerdos interinstitucionales y demás instrumentos jurídicos con los sectores público, privado y social, con autoridades federales, estatales y municipales y organismos internacionales según corresponda, en las materias de competencia y en los términos de las disposiciones aplicables para el cumplimiento de las atribuciones de la procuraduría de protección.
XIV.   Administrar efectivamente los recursos humanos, materiales, financieros e informáticos de la procuraduría de protección.
XV.	Expedir  o  autorizar  los nombramientos  del personal  y  conducir  las  relaciones laborales de acuerdo con las disposiciones legales aplicables.
XVI.     Elaborar y presentar los programas de trabajo, informes de actividades y estados financieros anuales de la procuraduría de protección a las instancias y autoridades correspondientes.
XVII.     Regular y autorizar las estrategias de comunicación social y publicidad para dar a conocer a la sociedad las actividades y resultados de la procuraduría de protección.


XVIII.     Autorizar constancias y certificar copias de los documentos originales que obran en los archivos de la procuraduría de protección.
XIX.     Las demás que establezca esta ley, el reglamento y demás disposiciones aplicables.

Artículo 45 ter. Suplencias de la persona titular de la procuraduría de protección

Las personas titulares de las unidades administrativas, conforme a lo establecido en el reglamento interior, suplirán a la persona titular de la procuraduría de protección en sus ausencias temporales que no impliquen falta absoluta.

Artículo 46 al 47 …

Artículo 47 bis. Consejo Directivo de la procuraduría de protección

El Consejo Directivo de la procuraduría de protección es un órgano colegiado que tiene como objeto la toma de decisiones y la emisión de recomendaciones en materia de planeación, administración, implementación, supervisión y evaluación de acciones que garanticen una efectiva protección integral y restitución de los derechos de niñas, niños y adolescentes.

El Consejo Directivo de la procuraduría de protección estará integrado por:

I.	La persona titular del Poder Ejecutivo estatal, o la persona que este designe, quien la presidirá.
II.     Las personas titulares de las siguientes instituciones públicas:

•   Secretaría General de Gobierno.

•   Secretaría de Administración y Finanzas.

•   Secretaría de Seguridad Pública.

•   Consejería Jurídica.

•   Secretaría de Salud.

•   Secretaría de la Contraloría General.

•   Fiscalía General del Estado.

•   Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en Yucatán.

III.     La persona titular de la Secretaría Ejecutiva del sistema local de protección.

IV.     La persona titular de la procuraduría de protección.


V.	Serán invitadas permanentes las personas titulares de las siguientes instituciones públicas:
•   Secretaría de Desarrollo Social o Bienestar.

•   Secretaría de Educación.

•   Secretaría de las Mujeres.

•   Instituto para la Inclusión de las Personas con Discapacidad de Yucatán.

Los integrantes del Consejo Directivo tendrán derecho a voz y voto durante las sesiones. Sus invitados solo tendrán derecho a voz.

El cargo de los integrantes del Consejo Directivo será honorífico, por lo que no recibirán retribución, emolumento ni compensación alguna por su desempeño.

Las y los integrantes del Consejo Directivo serán suplidos en sus ausencias por los representantes que al efecto designen cada uno de ellos.

El Consejo Directivo contará con una secretaría técnica designada por éste, a propuesta del titular de la procuraduría de protección. Sus atribuciones estarán contenidas en el reglamento interior de la procuraduría de protección. En las sesiones, tendrá derecho a voz, pero sin voto.

El Consejo Directivo sesionará con la mayoría de sus integrantes, en la que invariablemente deberán estar presentes las personas titulares de la presidencia y la secretaría técnica.

Artículo 47 ter. Atribuciones del Consejo Directivo de la procuraduría de protección

El Consejo Directivo de la procuraduría de protección tendrá las siguientes atribuciones:

I.     Aprobar el programa de trabajo anual de la procuraduría de protección.

II.     Aprobar el anteproyecto del presupuesto de egresos y los estados financieros de la procuraduría de protección.
III.     Aprobar el proyecto de reglamento interior de la procuraduría de protección y remitirlo al ejecutivo para su expedición.
IV.     Aprobar  los  manuales  de  organización,  lineamientos,  reglas  de  operación  y manuales de procedimientos, políticas y servicios al público, entre otros, a propuesta del titular de la procuraduría de protección.


V.	Aprobar la suscripción de convenios de colaboración y coordinación con autoridades de los tres ámbitos de gobierno, así como con instituciones y organismos públicos, privados y sociales.
VI.     Analizar y aprobar los informes periódicos que rinda el titular de la procuraduría de protección.
VII.     Aprobar la aceptación de herencias, legados, donaciones y demás liberalidades que se hagan a favor de la procuraduría de protección.
VIII.     Estudiar y aprobar los proyectos de inversión.

IX.     Aprobar la integración de comités y grupos de trabajo temporales.

X.	Proponer la implementación de políticas, programas, estrategias y acciones para mejorar la organización y el funcionamiento de la procuraduría de protección.
XI.     Promover el trabajo colaborativo, transversal y multidisciplinario, así como reforzar la coordinación entre sectores gubernamentales, municipios, instituciones y sociedad civil.
XII.     Ejercer vigilancia sobre el patrimonio de la procuraduría de protección.

XIII.     Las demás que le otorgue esta ley u otros ordenamientos aplicables.

El Consejo Directivo deberá celebrar por lo menos cuatro sesiones ordinarias al año y las extraordinarias que se requieran a petición de la persona titular de la presidencia, de la secretaría técnica o de la mayoría de sus integrantes.

El Consejo Directivo aprobará sus decisiones por mayoría de votos de los integrantes presentes. La persona titular de la presidencia tendrá voto dirimente en caso de empate.

El Consejo Directivo se regirá en su organización y funcionamiento, además de lo dispuesto por esta ley, por el reglamento interior de la procuraduría de protección.

Artículo 47 quáter. Órgano interno de control

El órgano interno de control es la unidad administrativa, dotada de autonomía técnica y de gestión para decidir sobre su funcionamiento y resoluciones, que tendrá a su cargo la promoción, evaluación y fortalecimiento del buen funcionamiento del control administrativo presupuestal de la procuraduría de protección y en materia de responsabilidades administrativas de las personas servidoras públicas.


El órgano de control interno de la procuraduría de protección tendrá una persona titular que lo representará y contará con la estructura orgánica, personal y recursos necesarios para el cumplimento de su objetivo.

Las actividades que realice el órgano de control interno deberán realizarse de acuerdo con la ley, reglamentos, lineamientos, acuerdos y demás normativa emitida que sean aplicables al caso concreto y en ningún momento deberán entorpecer o frenar la operatividad diaria de la procuraduría de protección.

La persona titular del órgano de control interno y sus colaboradores deberán trabajar según las mismas reglas, pautas y código de ética y conducta que se establezcan para las demás personas servidoras públicas de la procuraduría de protección.

Artículo 48 al 56 …

Capítulo X Infracciones y sanciones
Artículo 57. Infracciones

Se considerarán como infracciones a esta ley las siguientes conductas:

I.	Respecto de servidores públicos estatales y municipales, personal de instituciones de salud, seguridad, educación, deportivas o culturales, empleados o trabajadores de establecimientos sujetos al control, administración o coordinación de aquellas, así como centros de asistencia social o de cualquier otra índole de jurisdicción estatal o municipal, cuando en el ejercicio de sus funciones o actividades o con motivo de ellas conozcan de la violación de algún derecho a alguna niña, niño o adolescente e indebidamente se abstengan de hacerlo del conocimiento de la autoridad competente.
II.     Respecto de servidores públicos estatales y municipales, personal de instituciones de salud, seguridad, educación, deportivas o culturales, empleados o trabajadores de establecimientos sujetos al control, administración o coordinación de aquellas, así como centros de asistencia social o de cualquier otra índole de jurisdicción estatal o municipal, cuando propicien, toleren o se abstengan de impedir, cualquier
 (
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tipo de abuso, acoso, agresión, daño, intimidación, violencia, maltrato o perjuicio en contra de niñas, niños y adolescentes.

III al V…

Artículo 58 al 62 …

Capítulo XI

Procuradurías Municipales de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del

Estado de Yucatán

Artículo 63.   Naturaleza jurídica y objeto de las procuradurías municipales de protección

Con el objeto de ampliar la cobertura y mejorar la calidad de los servicios de protección integral y restitución de los derechos de niñas, niños y adolescentes, se establecen las Procuradurías Municipales de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del estado de Yucatán, las cuales se conforman de acuerdo con la capacidad técnica y financiera de cada municipio, y actúan como autoridades de primer contacto en estos temas.

Los ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, deberán garantizar el cumplimiento de la normativa y la política nacional y estatal en materia de derechos de niñas, niños y adolescentes, su protección integral o restitución, para lo cual deberán observar el interés superior de la niñez y asegurar la asignación prioritaria de recursos en términos de las disposiciones aplicables.

Artículo 64. Atribuciones de las procuradurías municipales de protección

Las procuradurías municipales de protección, para el cumplimiento del objeto de esta ley, tendrán las atribuciones establecidas en el artículo 119 de la ley general.

Artículo 65. Integración de las procuradurías municipales de protección

Las procuradurías municipales de protección se integran por:

I.     La persona titular de la procuraduría municipal de protección.

II.     Las personas que ejerzan profesiones en derecho.


III.     Las personas que ejerzan profesiones en trabajo social.

IV.     Las personas que ejerzan profesiones en psicología.

V.     El personal médico y especializado en enfermería.

VI.     El demás personal técnico, administrativo y contable suficiente para las necesidades de la procuraduría municipal de protección.

El personal anteriormente citado será contratado bajo las condiciones que las autoridades municipales determinen más convenientes y adecuadas para el mejor cumplimiento de sus objetivos.

El personal que integre las procuradurías municipales de protección tiene la obligación de guardar absoluta confidencialidad en todos y cada uno de los asuntos que conozcan con motivo de su cargo público.

Artículo 66. Requisitos para ser titular de la procuraduría municipal de protección

La persona titular de la procuraduría municipal de protección será nombrada y removida por la persona titular de la Presidencia Municipal y deberá cumplir con los siguientes requisitos:

I.     Tener la ciudadanía mexicana, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos.

II.     Tener más de 30 años.

III.     Contar con título y cédula profesional de licenciatura en derecho debidamente registrados, expedidos por la autoridad o institución legalmente facultada para ello.
IV.     Contar con experiencia en materia de procuración de justicia o defensa de niñas, niños y adolescentes.
V.	No haber sido sentenciado por delito doloso ni estar sujeto a proceso penal por delito doloso.
VI.     No estar suspendido ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como persona servidora pública ni estar sujeto a procedimiento de responsabilidad administrativa, en los términos de la normativa aplicable.
VII.     No ser persona deudora alimentaria morosa.


Artículo 67. Autoridades auxiliares

En el ejercicio de sus funciones, las procuradurías municipales de protección se auxiliarán de las instituciones policiales competentes, así como de las instituciones públicas y privadas necesarias, de conformidad con la ley general, esta ley, su reglamento y demás disposiciones legales aplicables.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, deberán colaborar con las procuradurías municipales de protección en el ejercicio de sus funciones. Cuando las procuradurías municipales de protección les requieran determinada información, deberán proporcionarla,  salvo  que  se  trate de  información  confidencial  en  los  términos  de  la legislación aplicable.

El Gobierno del Estado, a través de la procuraduría de protección, establecerá los mecanismos idóneos que permitan una interrelación sistemática con las procuradurías municipales de protección, así como con las dependencias gubernamentales federales, estatales y organismos privados involucrados. Esto con el objetivo de brindar protección integral y restitución de derechos a niñas, niños y adolescentes en todo el estado de manera efectiva y oportuna.

T R A N S I T O R I O S

Artículo Primero. Entrada en vigor

Este decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial del

Gobierno del Estado de Yucatán.

Artículo Segundo. Obligación normativa

Se derogan las disposiciones de igual o menor jerarquía en lo que se opongan a lo establecido en este decreto.

El Poder Legislativo del Estado de Yucatán deberá armonizar las leyes o disposiciones normativas que resulten pertinentes para dar cumplimiento a lo previsto en este decreto, en un plazo no mayor a trescientos sesenta y cinco días naturales contado a partir de su entrada en vigor.


Artículo Tercero. Ajustes presupuestales

La persona titular del Poder Ejecutivo, por medio de la Secretaría de Administración y Finanzas, preverá los ajustes correspondientes a los recursos presupuestales, financieros y materiales necesarios para la debida aplicación de este decreto.

Artículo Cuarto. Obligación normativa

La Junta de Gobierno del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en Yucatán deberá realizar las adecuaciones necesarias al Estatuto Orgánico del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en Yucatán y a otras regulaciones internas en los términos de lo dispuesto en este decreto, dentro de un plazo de ciento ochenta días naturales contado a partir de su entrada en vigor.

De igual forma, los Sistemas Municipales para el Desarrollo Integral de la Familia deberán adecuar su regulación interna en los términos de lo dispuesto en este decreto, dentro de un plazo de ciento ochenta días naturales contado a partir de su entrada en vigor.

Artículo Quinto. Procedimientos y asuntos en trámite

Los procedimientos, así como los demás asuntos que se encuentren en trámite a la entrada en vigor de este decreto, se substanciarán y resolverán hasta su total conclusión conforme a las disposiciones anteriores que les sean aplicables.

Los procesos administrativos y judiciales de adopción, que se encuentren en trámite a la fecha de la entrada en vigor del presente decreto, se les dará seguimiento conforme a la normatividad aplicable al momento de su inicio, pero se podrá aplicar lo dispuesto en este decreto en todo aquello que beneficie al interés superior de la niñez

Artículo Sexto. Derechos laborales

Las y los trabajadores que se encuentren prestando sus servicios en la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Yucatán, a la entrada en vigor de este decreto, seguirán conservando la categoría y los derechos laborales que les corresponden, en los términos de la legislación aplicable.


Artículo Séptimo. Transferencia de recursos

Los recursos humanos, materiales, financieros, informáticos y presupuestales con que cuenta la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Yucatán, al momento de la entrada en vigor de este decreto, pasarán a formar parte del organismo público descentralizado de nueva creación (procuraduría de protección).

Artículo Octavo. Instalación de las procuradurías municipales de protección

Las Procuradurías Municipales de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Yucatán deberán instalarse dentro de un plazo de ciento ochenta días naturales contado a partir de la entrada en vigor de este decreto.

Artículo Noveno. Obligación normativa

La Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Yucatán y las Procuradurías Municipales de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes deberán expedir o adecuar las disposiciones normativas que resulten pertinentes para dar cumplimiento a lo previsto en este decreto, en un plazo no mayor de trescientos sesenta y cinco días naturales, contado a partir de la entrada en vigor de este decreto.



Dado en la Sala de Sesiones del H. Congreso del Estado de Yucatán, sede del Recinto del Poder Legislativo del Estado, a los 30 días del mes de abril del año 2025. Protesto lo necesario.

ATENTAMENTE









DIPUTADA MARÍA TERESA BOEHM CALERO

Integrante de la Fracción Legislativa del Partido Acción Nacional en la

LXIV Legislatura del H. Congreso del Estado de Yucatán












DIPUTADO ROGER JOSÉ TORRES

PENICHE

DIPUTADO ÁLVARO CETINA

PUERTO










DIPUTADA SAYDA MELINA RODRÍGUEZ

GÓMEZ

DIPUTADA ITZEL FALLA URIBE










DIPUTADA ZHAZIL LEONOR MÉNDEZ

HERNÁNDEZ

DIPUTADA MANUELA DE JESÚS

COCOM BOLIO










DIPUTADA MELBA ROSANA GAMBOA

ÁVILA

DIPUTADA ANA CRISTINA

POLANCO BAUTISTA




La presente hoja de firmas corresponde a la iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones a la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Yucatán.












DIPUTADO MARCO ANTONIO PASOS
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DIPUTADO RAFAEL GERARDO
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DIPUTADA ÁNGEL DAVID VALDEZ JIMÉNEZ
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